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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL NGm. de Registro: 1583/91
SALA PRIMERA
ASUNTO: Amparo promovido por
dofia Manuela Benitez Montilla

Excmos. Sres.: y otro.

D. Francisco Tom&s y Valiente SOBRE: Sentencia de la Seccién

D. Fernando Garcia-Mon y Segunda de la Audiencia P#
Gonzllez-Regueral vincial de Cérdoba dlctada[bn

D. Carlos de la Vega Benayas apelacién sobre nulidad !de

D. Luis Lépez Guerra inscripcién en el Registro ﬂe

D. Vicente Gimeno Sendra la Propiedad.

———
i,

En la pieza separada de suspensién correspondiente
al asunto de referencia, la Sala ha acordado dictar el sigujen-
te

AUTO

I. ANTECEDENTES

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
pasado 17 de julio, el Procurador don Antonio de Palma Villalén
interpuso, en nombre y representacién de dofia Manuela Benitez
Montilla y don Arturo Sé&nchez Pérez, recurso de amparo contra
la Sentencia de la Seccién Segunda de la Audiencia Provincial
de Cérdoba de 25 de junio de 1991, dictada en el rollo de ape-
lacién nam. 88 de 1991.

La demanda trae causa de los siguientes hechos:
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TRIBUNAL A) Don Manuel Dominguez Cala formulé demanda de
" CONSTITUCIONAL

; juicio declarativo ordinario de menor cuantia contra los soli-

citantes de amparo, los cuales, en los autos 1464/81 del Juzga-
do de lo Social nim. 2 de C6rdoba, y como consecuencia de pro-
cedimiento de apremio, habian resultado adjudicatarios de un
piso propiedad de dicho sefior. Interesaba éste que se declarase
nulo tal procedimiento a partir de la providencia en que se hd}
bia acordado la notificacién edictal de la postura de los actg-

res en la tercera subasta a los fines del art. 1506 de
L.E.C. Pedia asimismo que se declarasen nulas la escritura
blica de adjudicacién de la referida vivienda y su inscripci
en el Registro de la Propiedad, asi como que se le declargse
legitimo titular de la nuda propiedad de 1la fin'a,
reponiéndosele, en su caso, en su titularidad. /

B) Mediante Sentencia de 19 de febrero de 1991,
Juzgado de Primera Instancia niGm. 4 de C6érdoba acogié la exc
cién de incompetencia de jurisdiccién opuesta por los aqui
tores y desestimé la demanda de don Manuel Dominguez. In
puesto recurso de apelacién, fue estimado por la Seccién Se
da de la Audiencia Provincial en su Sentencia de 25 de junijo de
1991, que revocé la Sentencia impugnada, rechazé la excepcién
aludida y estimé la accién de nulidad planteada por e sr.

Dominguez.

Segin el juzgador de la apelacién, al tratarse la
2 cuestién de una solicitud de cancelacién de una inscripcién en
~el Registro de la Propiedad, es “competencia exclusiva de la
Jurisdiccién Ordinaria a través del declarativo correspondien-
te, sin perjuicio de que por imperativo de la Ley Hipotecaria,
al solicitar dicha cancelacién, y a su vez, que el asiento
vuelva a figurar a nombre del anterior titular la jurisdiccién
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competente para ello tenga que examinar los titulos que han
propiciado esa inscripcién que en el presente caso son el pro-
cedimiento de apremio seguido; no se trata de supervisar y con-
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trolar la Jurisdiccién Laboral sino de resolver sobre la le-
galidad de una inscripcién de dominio con la consecuencia ne
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cesaria de resolver sobre los titulos (art. 38 L.H.); en reali-
dad nos encontramos ante una cuestién prejudicial no
devolutiva" (fundamento juridico 22). Ademé&s, el art. 22.1¢ de
la LOPJ establece que en el orden civil los Juzgados y Tribuna-
les espafioles serdn competentes con carécter exclusivo en mate-
ria de validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un
Registro espafiol, siendo otras materias muy distintas las atr;

buidas a los Juzgados y Tribunales de lo Social (art. 25 LOPJ
Ha de hacerse referencia también al fuero atrayente de los Ju
gados de Primera Instancia para conocer de los juicios que
vengan atribuidos por Ley a otros Juzgados y Tribunales. [En
fin, "la competencia del Juzgado de lo Social nim. 2 de Cérdgba
terminé desde el momento en que se efectué la inscripcién defi-
nitiva, debiéndose en consecuencia rechazar la incompetencia|de
Jurisdiccién y entrar a resolver sobre el fondo de la cuest}ién
principal" (fundamento 32?).

2. En su escrito de demanda de amparo, los recu-
rrentes parten de la doctrina contenida en la STC 185/1990,|que
entienden vulnerada por la Sentencia de la Audiencia Provinfkial
24.1

de la C.E., "por cuanto el quebfantamiento del art. 9 de 13 Ley

de Cé6rdoba. Alegan los recurrentes la infraccién del art.

Organica del Poder Judicial ha representado una imposibilidad
de que sea el Juez competente quien determine la nulidad (o no
de las actuaciones que se practicaron en el &mbito de la Magis-
tratura de Trabajo nim. 2 de Cérdoba".

Ha de destacarse, de entrada, algo tan estridente
como que don Manuel Dominguez solicitase, en el primer punto
del petitum de su demanda, que se declarara nulo el procedi-
miento de apremio, siendo ello contrario a toda la base del en-
juiciamiento de nuestro sistema procesal, condensado en el art.
9.1 LOPJ, segln el cual "los Juzgados y Tribunales ejercerén su
jurisdiccién exclusivamente en aquellos casos en que les venga
atribuida por esta u otra Ley". Por lo tanto, s6lo un Juzgado
de lo Social es el competente para declarar la nulidad que de
forma tan "estentérea" se solicité ante un Tribunal civil, "so
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pena de que la siempre a tener en cuenta vis atractiva de la

TRIBUNAL
* CONSTITUCIONAL Jurisdiccién civil convierta en nada y cenizas las restantes

e

jurisdicciones, al tener posibilidad de, posteriormente a la
Sentencia, ser cauce de un proceso de nulidad, proceso que,
precisamente la Ley Organica del Poder Judicial dejé sin es-
tructura alguha“.

Si el Gnico Juez con posibilidad y capacidad pro#e—

i
i sal de declarar nulas unas determinadas actuaciones seguidasjen
un Juzgado de lo Social es precisamente ese Juez de lo Socipl,

cuando tal declaracién de nulidad la lleva a efecto un Juez| de
lo Civil est& negando la tutela efectiva a los actores, prédu—
ciéndoles indefensién, por cuanto se han hurtado a la jurisﬁic—’
cién competente las diligencias de contradiccién oportunas;para

)

Tras reproducir diversos parrafos de la |STC

debatir el problema.

185/1990 y sostener haber padecido asimismo la vulneracién| de
su derecho fundamental al Juez ordinario predeterminado poy la

Ley (art. 24.2 de la C.E.), concluyen los recurrentes supli¢an-
do que se dicte Sentencia otorgdndoles el amparo que impettan,
con declaracién de nulidad de la Sentencia recurrida y de|que
la doctrina fijada por el Juzgado de Primera Instancia sobrg la
incompetencia de jurisdiccién debe ser mantenida. Medijpnte
otrosi interesan igualmente la suspensién de los efectos de la
Sentencia de la Audiencia Provincial.

3. Por sendas providencias de 30 de septiembre de
1991, acordd la Seccién Primera de este Tribunal admitir a tréa-
mite la presente demanda de amparo, formar la oportuna pieza
separada de suspensién y, a tenor de lo dispuesto en el art. 56
de la Ley Orgéanica del Tribunal Constitucional, conceder al Mi-
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nisterio Fiscal y a los recurrentes un plazo de tres dias para
que formularan las alegaciones que estimasen pertinentes sobre
la suspensién solicitada.
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4. Con fecha del siguiente 7 de octubre, evacué el
Ministerio Fiscal el trémite conferido. La suspensién de la re-
soluci6én impugnada supone -observa el Fiscal- que la Sentencia
de la Audiencia Provincial no se ejecuta y, en consecuencia, al
no anularse la inscripcién contindan siendo titulares del dere-
cho de nuda propiedad los actores de este proceso. Si dicha
Sentencia no se suspende, se ejecutaréd anuléndose la adjudiqa-‘
cién e inscripcién y procediéndose a inscribir la nuda propile-
dad a nombre del demandante del proceso de menor cuantia. |En
tal caso podria disponer de ella, al no existir limitacién ai—
guna en este sentido, lo que produciria dificultades o imposgi-
bilidad de recuperarla frente a los terceros adquirientes, lo
que haria perder al amparo su finalidad o hacerla costosafy
tardia.

{
/
f

/
No obstante, la suspensién puede originar pegjui—

cios al demandante del proceso ordinario en la titularidad] y

derechos que le reconoce la Sentencia impugnada, por lo due
procede que este Tribunal, a través de la jurisdiccién ordina-
ria, adopte las medidas cautelares adecuadas para hacer constar
en el Registro de la Propiedad la existencia de un proceso
constitucional. Por todo ello, el Ministerio Fiscal no se op¢pne
a la suspensién solicitada en los términos sefialados.

5. En igual fecha del 7 de octubre formulé sus ale-

gaciones la representacién de los recurrentes. Basta leer gos
diversos apartados del fallo de la Sentencia de apelacién
-aduce la representacién indicada- para darse cuenta de que la
ejecucién de la misma traeria como consecuencia la inutilidad
total del amparo que eventualmente se obtuviese, ya que tal
ejecucién conllevaria no s6lo la nulidad del procedimiento de
apremio seguido contra don Manuel Dominguez Cala, sino, lo que
es peor, la nulidad de la escritura piblica de adjudicacién de
la nuda propiedad de la vivienda litigiosa a los actores, con
lo cual éstos resultarian sin titulo alguno para ostentar la
posesién de la misma, pudiendo incluso ser desalojados.
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Pero es el mandato contenido en el apartado c) del
fallo citado el que puede producir dafios incalculables a los
actores, ya que el Sr. Dominguez Cala puede, en este tiempo,
transmitir a un tercero esa titularidad registral y con ello
hacer ya inviable la recuperacién del inmueble por sus actuales
propietarios, dado que ese tercero gozaria de la proteccién que
la legislacién hipotecaria otorga al tercer adquiriente de bug—
na fe. E

Suplican, pues, los recurrentes que se acuerde [la
suspensién inmediata de la Sentencia recurrida hasta tanto él
Tribunal resuelva en su momento sobre el amparo solicitado.

II.- FUNDAMENTOS JURIDICOS |

1. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 56.1|de
la Ley Orgénica del Tribunal Constitucional, la Sala que conpz-
ca de un recurso de amparo suspenderd, bien de oficio, bie
instancia del recurrente, la ejecucién del acto de los podgres
nal
hi-
gar

piblicos por razén del cual se reclame la tutela del Trib
cuando tal ejecucién hubiere de ocasionar un perjuicio que
ciera perder al amparo su finalidad. No obstante, podré den
la suspensidén cuando de ésta pueda seguirse perturbacién grave
de los intereses generales o de los derechos o libertades pia-
blicas de un tercero. A su vez, el art. 56.2 de la misma Ley
determina que la suspensién podr& acordarse con o sin afianza-
miento y que la Sala podrd condicionar la denegacién de la sus-
pensién, en el caso de que pudiese seguirse perturbacién grave
de los derechos de un tercero, a la constitucién de caucién su-
ficiente para responder de los dafios o perjuicios que pudieran
originarse. En fin, el art. 57 establece que la suspensién o su
denegacién puede ser modificada durante el curso del proceso

constitucional, de oficio o a instancia de parte, en virtud de
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circunstancias sobrevenidas o que no pudieran ser conocidas al
tiempo de sustanciarse el incidente de suspensién.

2. La Sentencia impugnada declara nulas la escritu-
ra piblica de la adjudicacién de la nuda propiedad de la vi-

~vienda atribuida a los demandantes y la inscripcién de la refe-

rida adjudicacién practicada en el Registro de la Propiedad de
Sevilla. Asimismo declara a don Manuel Dominguez Cala legitimo
titular de la nuda propiedad de la mencionada finca, reponiéh—
dole en la titularidad de la misma. Es claro, por consiguien é,
que, de no acordar este Tribunal la suspensién interesada,| el
Sr. Dominguez tendria a su plena disposicién la vivienda objeto
de la 1litis, pudiendo enajenarla o alterar su estatjuto
posesorio, imposibilitando o dificultando asi su regreso al |[es-
tado anterior en el supuesto de que se concediese el amparo y
se anulase la resolucién judicial objeto del mismo. ;

I

No es menos claro, sin embargo, que el otorgamig¢nto

de la suspensién que se solicita proporcionaria a los aqui|ac-
tores idéntica libertad dispositiva, con el consiguiente y
eventual perjuicio de don Manuel Dominguez en el caso de| que
nuestra Sentencia revistiese carédcter desestimatorio y la flinca
en cuestién hubiese visto modificado aquel estatuto.

Ahora bien, si la Suspensién solicitada se concede
a los actores, haciendo constar en el Registro de la Propiedad,
la existencia de un proceso constitucional, como pide el Fis-
cal, quedan obviados los inconvenientes expuestos en los pérra-
fos precedentes y garantizados los intereses de las partes en
conflicto en el proceso judicial que ha dado lugar al presente
amparo.

En virtud de lo expuesto, la Sala acuerda acceder a
la peticién de suspensién de la ejecucién de la Sentencia de la
Seccién Segunda de la Audiencia Provincial de Cérdoba de 25 de
junio de 1991, pronunciada en el rollo de apelacién 88/1991,
previa anotacién preventiva , en el Registro de la Propiedadd
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correspondiente, de la demanda de este recurso de amparo, que

TRIBUNAL _ :
CONSTITUCIONAL se llevard a efecto por el Juzgado de Primera Instancia ntm. 4

de Cérdoba, a gquien se remitirédn para ello testimonio de este
Auto de la demanda de los solicitantes de amparo.

Madrid, a catorce de octubre de mil novecientos no-
venta y uno. N
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